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Por existir identidad tanto de objeto como de entidad accionada, en los términos del artículo 3º del Decreto 1382 de 2000, esta Sala de Decisión emprende ahora la labor de desatar mediante un solo proveído las impugnaciones incoadas contra los siguientes fallos de tutela:

	FECHA DEL FALLO
	JUZGADO QUE LO EMITE
	ACCIONANTE
	ACCIONADO
	DECISIÓN

	Septiembre 22 de 2005
	Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira 
	BEATRIZ ELENA ECHEVERRY LUGO
	E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira
	CONCEDE EL AMPARO 

	Agosto 31 de 2005
	Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira  
	CLAUDIA MILENA RAMÍREZ ALZATE
	E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira
	CONCEDE EL AMPARO


1.- SOLICITUDES  

De los respectivos escritos se extracta lo siguiente:

- La señora BEATRIZ ELENA ECHEVERRI LUGO laboró en el Hospital Universitario San Jorge en los siguientes cargos: Auxiliar de Servicios Generales desde el cuatro (4) de febrero de mil novecientos noventa y uno (1991), y como Secretaria a partir del dos (2) de junio de dos mil  (2000), cuando fue promovida. En tales cargos, se desempeñó como Servidora Pública. El treinta (30) de diciembre de dos mil cuatro (2004), fue declarado insubsistente el nombramiento provisional de la señora ECHEVERRI LUGO, en un procedimiento diferente al que se aplicó para el caso de aquellos funcionarios cuyos cargos fueron suprimidos a raíz de la reestructuración adelantada en el Hospital. Al producirse la liquidación solamente se le reconocieron las prestaciones sociales y la deuda labora, pero a pesar de hacerse mención al reconocimiento de indemnización por un período de noventa y ocho (98) días, ninguna suma fue ordenada pagar por este concepto.

- La señora ECHEVERRI LUGO es madre de las niñas CAROLINA JIMÉNEZ ECHEVERRI y MARÍA ALEJANDRA LÓPEZ ECEHVERRI con 14 y 6 años de edad, respectivamente y la accionante funge como única responsable y encargada de las menores. Además, tiene una obligación hipotecaria con BANCAFÉ, entidad que ya le envió oficio recordándole su obligación mensual y estableciendo límite de pago; además, tiene deudas por concepto de servicios públicos y administración. Se trata de una mujer y unos niños que no cuentan con sus respectivos padres y un cónyuge que proveen su subsistencia y para probar tal condición adjunta declaraciones extraproceso. Por lo anterior, reúne la condición de madre cabeza de familia y solicita la especial protección que la constitución y la ley les ha brindado y acude a citar la sentencia SU-388 de 2005, pero además, pide la salvaguardia de sus derechos a la igualdad, al trabajo, al mínimo vital en conexidad con la vida de ella y su menor hijo –sic- y debido proceso. 

- La ciudadana CLAUDIA MILENA RAMÍREZ ALZATE empezó a laborar en el Hospital San Jorge desde hacía más de nueve (9) años y mediante oficio del pasado seis (06) de enero de dos mil cinco (2005) se le comunicó que su cargo como Auxiliar de Enfermería  había sido suprimido. Se profirió la resolución No. 00216 del diecisiete (17) de enero siguiente mediante la cual se ordenó reconocer y pagar la indemnización, prestaciones sociales y deuda laboral. Afirma ser mujer cabeza de familia pro cuanto con los recursos económicos obtenidos de su trabajo sufragaba los gastos de alimentación, vestuario, salud y vivienda de su anciana madre señora MARÍA OLGA ALZATE DE DÍAZ (75 años) quien ante la pérdida del empleo quedaría en indefensión y sus condiciones de vida reducidas por la precariedad en que había quedado. Señala como vulneradas sus garantías constitucionales a la igualdad, de petición, al trabajo, la protección de las madres y mujeres cabeza de familia y de la seguridad social. 

Ambas accionantes solicitan que se ordene a la E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira el reintegro sin solución de continuidad, a un cargo igual o equivalente al que venían desempeñando y el reconocimiento de todos los salarios y prestaciones a las cuales tenían derecho desde la fecha en que fueron desvinculadas.

Con las respectivas demandas, se anexaron copias de los documentos que hacían alusión a lo por ellos manifestado y se aportó jurisprudencia de la Corte Constitucional atinente a los derechos considerados como vulnerados.

 2.- SENTENCIAS 

2.1. La señora Juez Primera Penal del Circuito de Pereira en su proveído, tuvo en cuenta la respuesta de la entidad accionada en el sentido que a la señora BEATRIZ ELENA ECHEVERRI DE LUGO se le reconoció por concepto de deuda laboral $1.196.870 y por prestaciones sociales $3.217.000 y por tanto no podía hablarse de un perjuicio irremediable. Además, que por su edad (35 años) podía prestar sus servicios a otro centro asistencial o a la misma E. S. E por intermedio de la Cooperativa.

En el caso  concreto, estimó que existía una protección constitucional dirigida hacia la mujer cabeza de familia, era obligación del Estado brindarle apoyo y proteger de esta manera a sus hijas menores de edad. En esas condiciones, era la tutela mecanismo idóneo porque someter a la actora a los mecanismos judiciales ordinarios podría resultar insuficiente, por razón de su duración y nivel de complejidad. En lo que hacía referencia al perjuicio irremediable, al ser la accionante madre de dos hijas que se encontraban estudiando y por cuyo sostenimiento velaba, al ser despedida quedó desprotegida. Por ende, la demandante no debió ser desvinculada al estar protegida tal como se establecía en el artículo 12 de la Ley 790 de 2002. Se fundamentó en jurisprudencia de la Corte Constitucional para conceder el amparo deprecado y dispuso que en un término de diez (10) días la señora ECHEVERRI DE LUGO fuera incorporada a un cargo igual o equivalente al que venía desempeñando y que se le reconocieran los salarios y prestaciones a que tenía derecho, desde el momento en que fue desvinculada de la entidad.

2.2. La señora Juez Cuarta Penal del Circuito de Pereira, antes de proferir su decisión, tuvo en cuenta la respuesta de la E. S. E. Hospital Universitario de Pereira en cuanto la tutelante no aparecía inscrita en el retén social ni había probado que era madre cabeza de familia, soltera o separada. Además, que de conformidad con las normas aplicables, sólo era procedente la indemnización para quienes estuvieren inscritos en carrera administrativa y que la señora RAMÍREZ ALZATE podía prestar sus servicios a través de la Cooperativa que vinculaba al personal que requería el Hospital.

Analizado el caso de la actora, estimó que estaba plenamente comprobada la condición de cabeza de familia de la tutelante, al apreciarse que velaba por el bienestar de su señora madre y por tanto, era sujeto de la especial protección establecida por el legislador para que no fueran despedidas sin justa causa o como consecuencia de las tantas reestructuraciones que se realizaban permanentemente en el país. Refirió que la entidad accionada desconoció normas de rengo constitucional y el aspecto humano y social de sus empleados quienes tuvieron que renunciar a su carrera administrativa, optar por una ínfima indemnización y tener que aceptar nuevamente ser contratados por Cooperativas de Trabajo Asociado con una disminución de su salario en un 30 o 40 %, lo que reforzaba la concepción del Juzgado sobre el quebrantamiento de los derechos fundamentales, dado que pesaban más las decisiones de política económica que estos.

La demandante no debió ser desvinculada al estar cobijada por los mandatos superiores y por la Ley 790 de 2002 y por tanto, a pesar de la indemnización que se le había reconocido ordenó su reintegro y el reconocimiento de todos los salarios y prestaciones a que tenía derecho desde la fecha en que fue desvinculada, hasta cuando fuera incorporada a la nómina de la entidad accionada.

3.- IMPUGNACIÓN

La apoderada de la ESE Hospital Universitario San Jorge, en las dos actuaciones impugnó la decisión, básicamente con los siguientes argumentos: 

Le Ley 790 de 2002 y sus decretos reglamentarios se referían a entidades del orden nacional y por tanto, no eran aplicables al Hospital Universitario San Jorge por ser ente del orden departamental. Sin embargo, de aceptarse que tal normatividad la cobijara, debía tenerse en cuenta que la protección especial para las madres cabeza de familia, estaba diseñada para quienes no tuvieran alternativa económica, lo cual quedaba desvirtuado al poderse vincular las accionantes a una cooperativa, con un verdadero contrato de trabajo con todas las prerrogativas prestacionales que la ley otorgaba a un empleado, por tanto, no podía hablarse de condiciones de desmejoramiento.

En el caso de la señora  RAMÍREZ ALZATE, se había otorgado una indemnización por $8.468.913, la cual de conformidad con la jurisprudencia era excluyente de la protección constitucional. Destacó que si se encontraba desempleada fue por no aceptar las condiciones de trabajo establecidas por la Cooperativa, de la cual dicho sea de paso, hace una ferviente defensa en ambos escritos, al considerar que tal forma de vinculación disminuía los costos del Hospital Universitario San Jorge y permitía que siguiera en funcionamiento, porque de lo contrario debería ser cerrado con las consecuencias funestas que ello acarrearía para la salud de la población más pobre y vulnerable de la región.

Solicitó la revocatoria de los fallos proferidos.

4.- SE CONSIDERA
4.1.-  Problema Jurídico 

Debe la Sala dilucidar en primer lugar, si las accionantes presentan la calidad de madres o mujeres cabeza de familia y, en segundo término, si era procedente el amparo concedido en los dos eventos puestos a consideración.

4.2.-  Solución al Debate Planteado

De conformidad con la reglamentación pertinente, artículos 86 y 115 constitucionales y decretos 2591 de 1991 y 1392 de 2000, la Sala es competente para desatar la impugnación hecha respecto de los fallos de tutela proferidos por los Juzgados Primero y Cuarto Penal del Circuito en su rol de jueces constitucionales.
Valga la pena recordar que en anteriores ocasiones esta corporación ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre asuntos de connotaciones similares al que ahora concita la atención de la Sala y ha considerado que en efecto las normas del retén social establecen una protección general para todas las madres cabeza de familia que laboran en las entidades al servicio del Estado. Lo anterior, bajo el entendido que de no obrarse así, se estaría permitiendo una odiosa discriminación que resulta contraria a los postulados de la Constitución y al pensamiento del legislador, porque lo que se pretende es reforzar la estabilidad laboral de las personas que tienen a su cargo la manutención del hogar y de su grupo familiar en busca de la protección de los colectivos más desvalidos de la sociedad como son las mujeres, los discapacitados, los ancianos y los niños. En esas condiciones, tanto necesita la protección establecida la madre cabeza de familia que labora en una entidad del orden nacional, como quien presta sus servicios a los entes territoriales.

Precisamente en la sentencia SU-388 de 2005, la Corte analizó la potestad estatal para reorganizar las plantas de personal de sus instituciones y llegó a la siguiente conclusión: 

4.1.- Atribuciones y límites de la administración para adelantar reformas institucionales

El cumplimiento de los fines del Estado exige una permanente actividad de la Administración Pública y dentro de ella son apenas naturales los procesos de reforma institucional. La dinámica de las relaciones económicas, los avances tecnológicos, las necesidades del servicio, la disponibilidad fiscal y las transformaciones sociales y culturales son algunos de los factores que repercuten en esos cambios.

Justamente por lo anterior, la Constitución contempla la posibilidad de que, en todos los niveles, las autoridades implementen programas de reforma para atender esas nuevas exigencias. En el nivel nacional, por ejemplo, corresponde al Congreso determinar la estructura de la administración y crear, fusionar o suprimir ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, establecimientos públicos, así como crear o autorizar la creación e empresas industriales del Estado y sociedades de economía mixta, y reglamentar la creación y funcionamiento de las corporaciones autónomas regionales (CP. art.150-7). A su turno, al Presidente de la República le compete crear, fusionar o suprimir los empleos que demande la administración central (CP. art.150-14), suprimir o fusionar organismos administrativos (CP. art.189-15) y modificar la estructura de esas entidades (CP. art.189-16), siempre de acuerdo a los parámetros señalados en la ley.

De esta manera, los procesos de reestructuración pueden tener intensidades distintas cuyos efectos se reflejan también en escalas distintas. Pero en ningún caso puede perderse de vista que esos procesos repercuten en dos sectores bien definidos. De un lado inciden en la comunidad en general, quien es la destinataria final de la prestación de un servicio o del cumplimiento de una función administrativa. Por el otro, los ajustes institucionales tienen consecuencias directas en los trabajadores de la entidad a la que se aplica una medida de reestructuración. Tal circunstancia exige entonces que las autoridades obren con la mayor diligencia con miras a salvaguardar al máximo los derechos e intereses legítimos de unos y otros. Así, frente a la comunidad en general la Administración debe respetar los principios de la función administrativa señalados en el artículo 209 de la Constitución (igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad). Y frente a los trabajadores surge una clara obligación de respeto a sus derechos fundamentales, particularmente en el marco de las relaciones laborales. 

Naturalmente que las plantas de personal no son estructuras pétreas por lo que pueden sufrir cambios más o menos profundos según la dimensión de la reforma que se plantea. Sin embargo, la Corte ha reconocido la necesidad de observar ciertos parámetros con miras a reducir los traumatismos en aquellos eventos en los cuales sea necesario prescindir de trabajadores.

En consecuencia y a pesar de lo sostenido por la impugnante, las normas del llamado retén social obligaban a la E. S. E Hospital Universitario San Jorge a prever la continuidad en el cargo de las personas que estaban laborando para ella y que reunían las exigencias legales y jurisprudenciales para ser consideradas madres cabeza de familia.  

En lo que hace al otro aspecto propuesto, razón asistió a las señoras Jueces falladoras al producir la orden de reintegro al cargo que venían desempeñando las accionantes, o a unos equivalentes, ya que de los elementos aportados puede colegirse que reúnen las condiciones para homologar en una la condición de madre cabeza de familia y en la otra, la de mujer cabeza de familia, que debe decirse de una vez, buscan en concreto la protección del grupo familiar dependiente de un solo individuo, que ejerce al mismo tiempo las funciones de padre y madre de familia, lo cual quedó debidamente acreditado en el núcleo familiar de las actoras.

Debe decir la Sala que las actoras aportaron la documentación pertinente para acreditar la calidad de sujetos de la especial protección del Estado, así lo entendieron las funcionarias a quo y así lo advierte esta Corporación, en el entendido que por conllevar la acción constitucional un trámite breve, preferente y sumario, la accionante cumplió con su obligación de allegar los medios probatorios que pretendía hacer valer para acreditar tal condición. Si la entidad accionada no estaba de acuerdo con la condición de madre y mujer cabeza de familiar que pregonaban las demandantes, debió acudir a desvirtuar tales afirmaciones arrimando al expediente las pruebas idóneas para ello.

Como se ha dicho en otras ocasiones al analizar casos análogos, es oportuno resaltar que no solamente por depender económicamente del trabajador hijos menores o personas de la tercera edad, como aquí acontece, se puede predicar que se está ante una madre o mujer cabeza de familia, respectivamente, y por tanto,  sujetos de la especial protección constitucional y legal del Estado; es necesario verificar el cumplimiento de unos requisitos -satisfechos en los grupos familiares de las señoras BEATRIZ ELENA ECHEVERRI DE LUGO y CLAUDIA MILENA RAMÍREZ ALZATE- señalados por la jurisprudencia cuyos apartes se transcriben, que por tratarse de fallos de unificación tienen especial preponderancia y señalan de manera clara y obligatoria el derrotero a seguir en estos eventos.

“Pues bien, atendiendo la exigencia constitucional prevista en el artículo 43 Superior, el Legislador aprobó la Ley 82 de 1993, relativa a la protección de la mujer cabeza de familia. La norma, al igual que otras sobre las que luego la Corte hará especial referencia, busca propiciar condiciones favorables en diversos escenarios como el acceso al sistema de seguridad social en salud, a programas educativos o al fomento de la actividad económica. Su artículo 2 señala las características estructurales de la condición de madre cabeza de familia en los siguientes términos: “quien siendo soltera o casada, tenga bajo su cargo, económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores propios u otras personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia permanente o incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero permanente o deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros del núcleo familiar.”

Al respecto la Corte advierte que no toda mujer puede ser considerada como madre cabeza de familia por el sólo hecho de que esté a su cargo la dirección del hogar. En efecto, para tener dicha condición es presupuesto indispensable (i) que se tenga a cargo la responsabilidad de hijos menores o de otras personas incapacitadas para trabajar; (ii) que esa responsabilidad sea de carácter permanente; (iii) no sólo la ausencia permanente o abandono del hogar por parte de la pareja, sino que aquélla se sustraiga del cumplimiento de sus obligaciones como padre; (iv) o bien que la pareja no asuma la responsabilidad que le corresponde y ello obedezca a un motivo verdaderamente poderoso como la incapacidad física, sensorial, síquica o mental ó, como es obvio, la muerte; (v) por último, que haya una deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros de la familia, lo cual significa la responsabilidad solitaria de la madre para sostener el hogar.

Ha sido enfática la entidad accionada en manifestar que las accionantes si tenían alternativa económica en virtud de la posibilidad de ser vinculadas por intermedio de una Cooperativa. No puede pasar desapercibido para esta Colegiatura que si bien es cierto se ofreció una oportunidad laboral, la misma conllevaba una serie de desventajas de tipo económico que las actoras no estaban obligadas a asumir precisamente por gozar de protección especial y por tanto, ha debido la E. S. E. Hospital Universitario San Jorge tener en cuenta tal situación antes de desvincularlas del cargo en que laboraban.

Con base en las anteriores consideraciones, necesariamente debe colegir la Sala, como bien lo hicieron en su momento las señoras Jueces de primer nivel, que las accionantes son las únicas personas que sostienen a su grupo familiar, integrados por sus dos hijos menores uno, y el otro, por su señora madre;  y, que para tal propósito sólo contaban con los recursos que obtenían por la vinculación laboral. En otras palabras, reúnen las calidades para ser consideradas como madre y la mujer cabeza de familia, respectivamente, para las cuales la Constitución y la Ley han previsto una especial protección y por tanto, la providencia apelada por estar debidamente sustentada en los derroteros trazados para casos de esta índole, merece ser confirmada, con la modificación siguiente:

Al ordenarse el reintegro sin solución de continuidad de la señora CLAUDIA MILENA RAMÍREZ ALZATE–no otro era el camino a seguir-, nada se dijo sobre la indemnización ordenada. En caso de no haberse realizado todavía el pago, lo prudente sería dejar sin efectos tal reconocimiento económico. Sin embargo, es muy probable, que si ya se recibieron, la actora ya no disponga de los dineros que percibió, por los gastos que necesariamente ha debido efectuar para asegurar la manutención de su hogar. Así las cosas, se impone, -si este es el caso- ordenar que se efectúe un cruce de cuentas entre lo recibido por la actora y lo que se le debe cancelar durante el tiempo que ha permanecido cesante y que una vez realizados los cálculos pertinentes, si aparece saldo en contra de la señora RAMÍREZ ALZATE, se le ofrezca un plan de pago que le permita recibir lo adecuado para asegurar los gastos propios de su hogar.
4.3. Conclusiones 

4.3.1. El fallo emitido por el Juzgado Primero Penal del Circuito será confirmado integralmente.

4.3.2. El fallo rubricado por la señora Juez Cuarta Penal del Circuito de Pereira también merece confirmación en sus aspectos esenciales, pero debe ser adicionado tal como se mencionó anteriormente. 

5.- DECISIÓN FINAL 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por la señora Juez Primera Penal del Circuito de Pereira, por medio de la cual amparó los derechos vulnerados de la señora BEATRIZ ELENA ECHEVERRI LUGO. 
SEGUNDO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE el fallo de tutela proferido por la señora Juez Cuarta Penal del Circuito de esta ciudad, por medio del tuteló los derechos de la señora CLAUDIA MILENA RAMÍREZ ALZATE. Lo ADICIONA al disponer que en caso de haberse pagado ya la indemnización y la actora no esté en posibilidad de reintegrar los dineros percibidos por ese concepto, se le deben dar condiciones favorables de pago, en cuanto se refiere al reintegro de tal concepto, habida cuenta de su obligación de devolverlos como consecuencia de la orden de reintegro que se ha expedido.

TERCERO: SE REMITIRÁ el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                               VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

WILSON FREDY LÓPEZ 

Secretario de la Sala
� En la sentencia C-209 de 1997, se dijo: “En concordancia con lo anterior, la Corte ha señalado, en reiteradas ocasiones, que la estructura de la administración pública no es intangible sino que puede reformarse incluyendo una readecuación de la planta física y de personal de la misma. La reforma de las entidades y organismos sólo será procedente si, conforme a los mandatos constitucionales, se ajusta a las funciones asignadas a los poderes públicos y no vulnera los derechos fundamentales de los ciudadanos, en especial, los derechos laborales de los servidores públicos (C.P., arts. 53 y 58). (Sentencia C-074/93).


En consecuencia, el proceso de reestructuración que adopte el Legislador en una entidad dentro de los principios enunciados para su cabal funcionamiento, es conducente si en él se protegen los derechos de los trabajadores y si las actuaciones no exceden los límites legalmente establecidos para realizarlo ; esto significa, que el retiro de su personal debe ir acompañado de las garantías necesarias para que el trabajador no quede desprotegido en sus derechos y el proceso en sí no se convierta en un elemento generador de injusticia social.”


� Sentencia SU-388 del 13-04-2005, M. P. Dra. CLARA INÉS VARGAS HERNÁNDEZ
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